
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL 

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS DULCE 

ALEJANDRA GARCÍA MORLAN, FELIPE FERNANDO MACÍAS OLVERA Y ERNESTO ALFONSO 

ROBLEDO LEAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

Los diputados Dulce Alejandra García Morlan, Felipe Fernando Macías Olvera y Ernesto Alfonso Robledo 

Leal, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del honorable Congreso de la Unión; en ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 

1, fracción II; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentan a consideración de esta 

soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la cual se reforma y adiciona la Ley General del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, en materia de derechos y obligaciones de los Integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El estado de derecho descansa en el irrestricto respeto al ejercicio de las libertades de las personas, quienes bajo 

el principio de representatividad, transfieren al poder público el compromiso de ofrecerles la tranquilidad que 

les permita vivir en sociedad, que preserve las libertades y garantice la igualdad como requisito para mantener 

la paz. 

Es preciso aclarar –según refiere Zagrebelsky–, que si bien es cierto la expresión “estado de derecho” ha sido 

una de las más afortunadas de la ciencia jurídica contemporánea, también lo es que, a fin de cuentas, persiste 

como una noción genérica y embrionaria (de la que se ha abusado) y que, si se contextualiza en la función 

legislativa, resulta insuficiente, por lo que requiere situarse en un escalón evolutivo superior. 

El concepto “estado de derecho” indica un valor y alude a una de las direcciones de desarrollo de la 

organización del Estado –donde el valor, es la eliminación de la arbitrariedad en el ámbito de la actividad estatal 

que afecta a los ciudadanos y la dirección, es la inversión de la relación entre poder y derecho que constituía la 

quintaesencia del Machtstaat y del Polizeistaat– se concluye que no más rex facit legem, sino lex facit regem , 

pues la certeza de la expresión “estado de derecho”, puede resultar comprometida en un ámbito espacial 

determinado donde sólo priva la ley, desprovista de nexos morales, de principios y directrices; como un mero 

sinónimo del “estado de razón” (Staat der Vernunft ) ceñido y encuadrado a la nula existencia de una ley. La 

objeción es puntual pues fácilmente puede seguirse la idea de que, si el respeto y la obediencia a la ley son los 

únicos parámetros para dictaminar que se está ante un “estado de derecho”, al final todos los “estados” –en 

tanto que entidades dotadas de un orden jurídico– podrían llamarse genéricamente “de derecho”, pues en éste se 

fundan. 

Así las cosas, ante la hipótesis de que existe una ley “injusta”, se hace evidente el profundo sofisma que 

subyace en el constructo “estado de derecho”. Esto es: en diversos momentos de la historia mundial reciente, 

regímenes arbitrarios, como el nacionalsocialismo y otras dictaduras, hallaron soporte en normas válidamente 

emitidas para legitimar actos aberrantes, (valga citar, a título de ejemplo, a las Leyes de Nuremberg de Pureza 

Racial, que dieron apariencia legal a actos de lesa humanidad o las leyes que sustentaban el “Apartheid”, en 

Sudáfrica). 

Para Otto Mayer, son tres básicamente, los elementos del estado de derecho: (i) supremacía de la ley; (ii) 

subordinación a la ley, y (iii) presencia de jueces independientes con competencia exclusiva para aplicar la ley. 



 

 
 

A simple vista, los regímenes dictatoriales y atentatorios de los derechos humanos podían, con justeza, 

proclamar que estaban sustentados en un estado de derecho, por lo que se advierte la necesidad de ir un paso 

más allá. Y pareciera ser que, en esta coyuntura histórica, la etapa siguiente en la evolución debe ser el de un 

estado de legalidad, con contenidos y matices sociales y democráticos. En éste, la ley, el orden jurídico y las 

autoridades orientan su actuación a la garantía de los derechos humanos. 

Por eso es deber del legislador contemporáneo propulsar la elevación del “estado de derecho” –en sentido 

estricto– a un estado de derecho con dos adjetivos: “social” y “democrático”. 

Un estado social y democrático de derecho está permeado, además de la obediencia a la norma, por principios y 

valores morales y, lo más importante, por una onda “expansiva” de protección de los derechos humanos. Volver 

a la esencia del contrato social, donde el gobierno debe velar por el bienestar de la población, pues es un 

mandato categórico. 

En efecto, el gobierno como elemento del Estado, debe ejercer las atribuciones propias de su función con 

estricto apego a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, en 

armonía con los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, buscando en todo momento el 

beneficio de la colectividad, entendiéndolo como la oportunidad de generar progreso en un clima de tolerancia y 

respeto a la dignidad de cada individuo. 

La función de seguridad pública es una de las más importantes debido a que gracias a ella, la ciudadanía obtiene 

el beneficio de la tranquilidad indispensable para el desarrollo social y, el Estado, como ente emanado de la 

voluntad superior de la ciudadanía, cumple con su función sustantiva de garantizar la paz. 

Los servidores públicos encargados de satisfacer esta necesidad colectiva se enfrentan a un escaso –y en 

algunos casos inexistente– esquema de prestaciones económicas y de seguridad social, lo cual atenta contra su 

dignidad humana, disminuye su calidad de vida y no fomenta el sentido de permanencia y pertenencia en sus 

instituciones. 

En un mundo donde las fronteras se diluyen y el constitucionalismo global gana terreno, el Estado mexicano ha 

abierto las puertas a un nuevo estado normativo que apenas comienza a develarse. En palabras de Luigi 

Ferrajoli, vivimos un “cambio de paradigma en el derecho internacional y en la estructura de los derechos de los 

estados. Este cambio ha trastocado las viejas categorías de la visión estado-céntrica del derecho, dando lugar a 

profundas antinomias entre las nociones tradicionales de soberanía y ciudadanía por un lado y 

constitucionalismo y derechos humanos por el otro.” 

Tan es así que, en ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) dictada en el expediente 

varios 912/2010, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, 

libro i, tomo 1, octubre de 2011, página 313, nuestro máximo tribunal dispone: 

“1. La firmeza vinculante de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos deriva, entre 

otros aspectos, de los artículos 62, numeral 3, 67 y 68 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 2. Las resoluciones de dicha Corte (incluidos todos los criterios en ellas contenidos) son 

obligatorias cuando el Estado Mexicano haya sido parte del litigio. 3. Las demás resoluciones tienen el 

carácter orientador de todas las decisiones de los Jueces mexicanos, siempre en aquello que sea más 

favorecedor a la persona. 4. Éstos deben observar los derechos humanos contenidos en la Constitución y en 

los tratados internacionales, así como la jurisprudencia nacional y acudir a la internacional para evaluar si 

existe alguna más favorable que procure una protección más amplia del derecho que se pretende proteger. 5. 

Todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no 



 

 
 

sólo por los derechos humanos contenidos en los instrumentos internacionales firmados por México, sino 

también por los previstos en la Constitución Federal, adoptando la interpretación más favorable al derecho 

humano de que se trate, lo que se entiende en la doctrina como el principio pro persona. 6. En el caso de la 

función jurisdiccional, al ejercer el control de convencionalidad, los Jueces no pueden hacer una declaración 

general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos 

humanos contenidos en la Constitución y en los tratados, pero están obligados a dejar de aplicar estas normas 

inferiores, dando preferencia a los contenidos de la Constitución y de los tratados en esta materia. 7. El 

mecanismo para el control de convencionalidad ex oficio en materia de derechos humanos debe ser acorde 

con el modelo general de control establecido constitucionalmente. 8. El ejercicio de dicho control presupone 

realizar tres pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio. Ello significa que los Jueces del país, al 

igual que todas las demás autoridades, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos 

humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano 

sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; b) Interpretación conforme 

en sentido estricto. Implica que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas debe, a partir de la 

presunción de constitucionalidad de las leyes, preferirse aquella que hace a la ley acorde a los derechos 

humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales para evitar incidir o vulnerar el 

contenido esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son 

posibles. Lo anterior no afecta la lógica del principio de división de poderes y del federalismo, sino que 

fortalece el papel de los Jueces, al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los 

derechos humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado 

mexicano es parte”. 

Marco constitucional 

El tercer párrafo del artículo 1o. constitucional establece la obligación de todas las autoridades, en el ámbito de 

sus competencias, de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos; obligación que no debe 

desatender el Congreso de la Unión respecto a los derechos de los integrantes de las instituciones de seguridad 

pública. 

El artículo 4o. del pacto federal, en sus párrafos tercero, quinto y octavo, garantizan el derecho a la 

alimentación, salud y vivienda, de ahí que resulte inobjetable que los trabajadores de la seguridad accedan a 

estos aspectos sustantivos. 

El artículo párrafo tercero del artículo 5o. indica que nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin 

la justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad judicial; 

por ello deviene inconstitucional que los integrantes de las instituciones de seguridad pública no cobren las 

horas laboradas de manera extraordinaria en beneficio de la sociedad. 

Según el artículo 9o. constitucional, no se podrá coartar la libertad de asociarse o reunirse pacíficamente con 

cualquier objeto lícito; por ello resulta contrario al espíritu del Constituyente prohibir que se reúnan con el 

propósito de promover el respeto de sus derechos, como cualquier otro ciudadano, como ocurre en el caso del 

artículo 160, fracción X, de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Tlaxcala y sus Municipios. 

Asimismo, el segundo párrafo del artículo 14 constitucional consagra que nadie podrá ser privado de la libertad 

o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; sin 

embargo, es un hecho notorio que los policías son privados de la libertad con la figura del arresto y sancionados 



 

 
 

por sus mandos, sin tener la oportunidad de ser oídos, a pesar de que la SCJN se ha pronunciado al respecto en 

la Tesis: 2a./J. 144/2017 (10a.) de rubro: “Arresto administrativo impuesto a los elementos de las instituciones 

policiales como medida disciplinaria derivado de su inasistencia a la jornada laboral. Debe respetar el derecho 

de audiencia previa”. Es por eso que se debe contemplar en la presente iniciativa que, la ejecución de las 

sanciones por infracción al régimen disciplinario de estos trabajadores de alto riesgo, deben respetar el debido 

proceso. 

El artículo 21 de la Constitución del estado federal establece que la seguridad pública es una función a cargo de 

la federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, y comprende la prevención de los delitos; la 

investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los 

términos de la ley, en las respectivas competencias que la propia ley suprema señala, función vital que requiere 

de servidores públicos con un esquema de prestaciones sólido, que los motive a desarrollar su labor en un 

ambiente de certeza jurídica pleno. 

El artículo 123 apartado B fracciones I y II establece las jornadas máximas de trabajo de los Trabajadores al 

Servicio del Estado, por su parte la fracción XI contempla las prestaciones básicas de seguridad social y la 

fracción XIII en su tercer párrafo establece que las autoridades federales, de las entidades federativas y 

municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio 

Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, 

instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social, obligación constitucional que no se cumple 

debido a la falta de un mandato temporal específico en el artículo 45 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, pues hay instituciones de seguridad pública que no otorgan a sus integrantes los servicios 

más básicos, como atención médica, mucho menos tienen esquemas de pensiones y seguros de vida. A título de 

ejemplo se citan los estados de Nuevo León, Morelos, Chiapas y Oaxaca, donde no están afiliados a 

instituciones de seguridad social, lo cual es una clara violación al pacto federal. 

Aunado a lo anterior, el segundo párrafo de la fracción XIII del apartado B del citado artículo 123, establece 

que los integrantes de las instituciones de seguridad pública se regirán por sus propias leyes; sin embargo, esas 

normas especiales no contemplan en lo absoluto sus derechos, ni referencia alguna a sus prestaciones de 

seguridad social, lo cual impide que ejerzan prerrogativas básicas, sobre todo considerando que las leyes 

laborales los excluyen de su aplicación; valga citar a título de ejemplo el artículo 8 de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, en concordancia con el diverso artículo 5 fracción II incisos k) y l), lo cual 

demuestra el estado de indefensión en que se encuentran estos trabajadores de alto riesgo. 

En 2017 el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) realizó la Primera Encuesta de Estándares y 

Capacitación Profesional Policial (ENECAP), de la que se desprendieron, entre otros datos, que en ese año se 

estimaron 384.9 mil elementos de policía a nivel nacional. 76.1 por ciento estaba adscrito a la Policía Preventiva 

estatal o municipal, (sin contar a peritos, agentes del Ministerio Público ni a las corporaciones auxiliares, 

bancarias y penitenciarias), de los cuales 86.1 por ciento de los elementos de policía con funciones operativas 

obtuvo por cuenta propia al menos un accesorio o material de apoyo o protección para desempeñar sus 

funciones, que sólo 33.6 por ciento pudo ahorrar debido a su bajo salario, que 25.9 por ciento debe desempeñar 

otras labores adicionales a su trabajo policial, 79.4 por ciento de los elementos de policía tuvo algún grado de 

sobrepeso u obesidad de acuerdo con sus niveles de Índice de Masa Corporal, 53 por ciento de los elementos de 

policía sufrió alguna afectación en su salud debido a sus actividades laborales, pero sin duda el dato más crudo 

es que sólo 5.7 por ciento de las policías estatales y municipales cuentan con seguridad social. De ahí que sea 

improrrogable garantizar sus derechos humanos. 

Por otra parte, las últimas reformas constitucionales en materia de seguridad pública, la creación de la Ley 

Nacional sobre el Uso de la Fuerza, del Registro Nacional de Detenciones y la Ley de la Guardia Nacional, 



 

 
 

obligan al Congreso de la Unión a reformar la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para 

armonizar estas normas, dar cumplimiento a la voluntad soberana y robustecer el desempeño de las funciones 

de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 

En resumen, si queremos mejorar la seguridad pública nacional, es indispensable dotar a nuestros policías, 

peritos y agentes del Ministerio Público de un esquema de prestaciones acorde con la función vital que 

desempeñan, eliminando todo rasgo de discriminación hacia su labor y mejorando su calidad de vida y la de sus 

familias. 

Por todo lo anterior, sometemos a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Artículo Único. 

Se adiciona el apartado A al artículo 40, quedando el texto actual, ya reformado, en el apartado B de la 

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios constitucionales de legalidad, 

objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, los integrantes de las 

Instituciones de Seguridad Pública, su actuar se regirá bajo los siguientes derechos y obligaciones. 

Apartado A. Derechos. 

I. Percibir la remuneración neta por el desempeño de su servicio y, en su caso, el pago de las horas laboradas 

de manera extraordinaria, salvo las deducciones y descuentos que procedan en términos de ley, que tenderá a 

ser un salario digno acorde con el servicio. 

Las jornadas de trabajo no deberán exceder de doce horas continúas en horario diurno y de ocho horas en el 

nocturno, garantizándoles el doble de horas de descanso por cada jornada laborada, destinando al menos una 

hora para el consumo de sus alimentos. Gozarán de un día de descanso a la semana. 

Tendrán derecho a aguinaldo, vacaciones, prima vacacional, prima de permanencia o quinquenio y prima de 

antigüedad, de conformidad con las disposiciones legales aplicables. De no existir una norma específica al 

respecto, se aplicará de manera supletoria la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

II. Gozar de un trato respetuoso por parte de sus superiores jerárquicos, iguales o subalternos; dentro de este 

derecho se incluye el no ser sancionado ni privado de la libertad sin agotar el debido proceso, otorgando 

previamente, por escrito y con anticipación, el derecho de audiencia, en cuanto a la aplicación de las 

sanciones que contempla el artículo 44 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y los 

relativos de las Leyes locales; 

III. Ser sujeto de los ascensos, condecoraciones, estímulos, recompensas y distinciones a que se hayan hecho 

merecedores, así como permanecer en el servicio de carrera en términos de las disposiciones legales 

correspondientes y de las convocatorias que deberán emitir las instituciones de seguridad pública al menos 

cada dos años; 

IV. Recibir la formación, capacitación, adiestramiento y profesionalización de acuerdo a las funciones que 

realice, privilegiando el conocimiento de capacitadores y docentes cuya experiencia práctica fomente su 

aprovechamiento; 



 

 
 

V. Recibir periódicamente, en forma gratuita, el vestuario al menos una vez al año, documentación, 

municiones, armamento, vehículos y equipo en estado óptimo para el desempeño de sus funciones. 

VI. Recibir asistencia legal y psicológica gratuita en actos relacionados con el ejercicio de sus funciones. En 

caso de ser sujetos a procedimientos administrativos o penales, se les asignará un defensor de oficio desde el 

inicio del procedimiento o la privación de su libertad, independientemente de que con posterioridad asignen 

expresamente uno particular. 

Si por causa de un acto dentro del servicio, fueran privados de la libertad o suspendidos temporalmente, 

tendrán derecho a percibir un salario mínimo vital durante el tiempo que dure el proceso. En caso de recibir 

resolución favorable, se incorporará al activo en cuanto recupere su libertad o quede sin efectos la 

suspensión. 

VII. Gozar, desde su alta en el servicio, de los beneficios y prestaciones de seguridad social en términos de 

las disposiciones legales aplicables, garantizando al menos lo siguiente: 

a) Servicios de salud: 

1. Promoción a la salud y medicina preventiva. 

2. Atención de enfermedades no profesionales y maternidad. 

3. Rehabilitación. 

4. Atención de riesgos de trabajo. 

b) Pensiones y Seguro por Fallecimiento: 

1. Jubilación. 

2. Retiro por edad y tiempo de servicios. 

3. Retiro en edad avanzada. 

En cualquiera de los incisos anteriores, el tiempo de servicio será máximo de 25 años. 

4. Invalidez temporal o definitiva. 

5. Fallecimiento. 

c) Créditos a corto, mediano y largo plazo, con las tasas de interés más bajas que establezcan las normas 

aplicables. 

d) Ocho días económicos al año. 

e) Licencias con goce de sueldo por maternidad, lactancia, paternidad y por fallecimiento de ascendientes, 

descendientes, hermanos, cónyuges o concubinos. 



 

 
 

f) Licencias sin goce de sueldo para ejercer cargos públicos de elección popular por el tiempo que dure su 

encargo o por cuestiones personales hasta por seis meses, debiendo dar aviso escrito con anticipación. 

g) Créditos para vivienda. 

h) Becas de estudios para ellos y sus descendientes. 

i) Viáticos en caso de laborar a más de dos horas de trayecto de su domicilio particular. Tendrán derecho a 

cambios de adscripción de acuerdo a las necesidades del servicio. 

De no existir una norma específica al respecto, se aplicará de manera supletoria la Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

VIII. Ser recluido en lugares especiales cuando sea sujeto a prisión preventiva o a sentencia condenatoria con 

pena privativa de libertad; 

IX. Acceder a bibliotecas e instalaciones deportivas que se creen para tal efecto, durante sus horarios de 

descanso; 

X. Gozar, desde su ingreso, de un seguro de vida cuya prima garantice a sus beneficiarios servicios 

funerarios, asistencia legal y buena calidad de vida, con independencia de la pensión a que tengan derecho. 

XI. Asociarse para la defensa de sus derechos humanos, en términos del artículo 9o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero en ningún caso podrán crear o ser parte de Sindicatos ni 

realizar huelgas. 

Apartado B. Obligaciones. 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así como con apego al orden jurídico y respeto a los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales ; 

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, en términos de 

las disposiciones aplicables; 

III. Prestar auxilio a las personas amenazadas por algún peligro o que hayan sido víctimas u ofendidos de 

algún delito, así como brindar protección a sus bienes y derechos. Su actuación será congruente, oportuna y 

proporcional al hecho en términos de la Ley Nacional sobre el uso de la Fuerza ; 

IV. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y sin discriminación alguna; 

V. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar actos de tortura o privación de la libertad fuera de los 

casos previstos en las normas aplicables , aun cuando se trate de una orden superior o se argumenten 

circunstancias especiales, tales como amenaza a la Seguridad Pública, urgencia de las investigaciones o 

cualquier otra; al conocimiento de ello, lo denunciará inmediatamente ante la autoridad competente; 

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas, debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de 

limitar indebidamente las acciones o manifestaciones que en ejercicio de sus derechos constitucionales y con 

carácter pacífico realice la población; 



 

 
 

VII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las 

previstas legalmente. En particular se opondrán a cualquier acto de corrupción y, en caso de tener 

conocimiento de alguno, deberán denunciarlo; 

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos 

en los ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 

IX. Velar por la vida e integridad física de las personas detenidas, víctimas u ofendidos ; 

X. Actualizarse en el empleo de métodos de investigación que garanticen la recopilación técnica y científica 

de evidencias; 

XI. Utilizar los protocolos de investigación y de cadena de custodia adoptados por las Instituciones de 

Seguridad Pública, de conformidad con el Protocolo Nacional de Actuación del Primer Respondiente; 

XII. Participar en operativos y mecanismos de coordinación con otras Instituciones de Seguridad Pública, así 

como brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a derecho proceda, de conformidad con los convenios 

escritos que al efecto se establezcan ; 

XIII. Preservar, conforme a las disposiciones aplicables, las pruebas e indicios de probables hechos delictivos 

o de faltas administrativas de forma que no pierdan su calidad probatoria y se facilite la correcta tramitación 

del procedimiento correspondiente; 

XIV. Abstenerse de disponer de los bienes asegurados para beneficio propio o de terceros; 

XV. Acudir a evaluaciones periódicas para acreditar el cumplimiento de los requisitos de permanencia, así 

como obtener y mantener vigente la certificación respectiva; 

XVI. Informar al superior jerárquico, de manera inmediata, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de 

delito, de sus superiores , subordinados o iguales en categoría jerárquica; 

XVII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciba con motivo del desempeño de sus 

funciones, evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en su cumplimiento; 

XVIII. Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión, integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en 

sí mismo y en el personal bajo su mando; 

XIX. Inscribir las detenciones en el Registro Nacional de Detenciones conforme a la Ley Nacional del 

Registro de Detenciones ; 

XX. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar información o bienes en perjuicio de las Instituciones; 

XXI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplicables, de dar a conocer por cualquier medio a quien no 

tenga derecho, documentos, registros, imágenes, constancias, estadísticas, reportes o cualquier otra 

información reservada o confidencial de la que tenga. conocimiento en ejercicio y con motivo de su empleo, 

cargo o comisión; 



 

 
 

XXII. Atender con diligencia la solicitud de informe, queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios 

subordinados, excepto cuando la petición rebase su competencia, en cuyo caso deberá turnarlo de 

inmediato al área que corresponda; 

XXIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus instituciones bebidas embriagantes, sustancias 

psicotrópicas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo 

cuando sean producto de detenciones, cateos, aseguramientos u otros similares, y que previamente exista la 

autorización correspondiente; 

XXIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servicio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras 

sustancias adictivas de carácter ilegal, prohibido o controlado, salvo los casos en que el consumo de los 

medicamentos controlados sea autorizado mediante prescripción médica, avalada por los servicios médicos 

de las Instituciones; 

XXV. Abstenerse de consumir en las instalaciones de sus instituciones o en actos del servicio, bebidas 

embriagantes; 

XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten su persona o la imagen de las Instituciones, dentro 

o fuera del servicio; 

XXVII. No permitir que personas ajenas a sus instituciones realicen actos inherentes a las atribuciones que 

tenga encomendadas. Asimismo, no podrá hacerse acompañar de dichas personas al realizar actos del 

servicio, y 

XXVIII. Los demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 

Artículos Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas, las instituciones de seguridad pública y los 

ayuntamientos, en el ámbito de sus competencias, deberán realizar las reformas correspondientes a sus normas 

para ajustarlas a lo establecido en el presente decreto, dentro de los 180 días siguientes de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. También deberán realizar las modificaciones presupuestales y normativas 

necesarias para su aplicación, incluyendo los convenios con las instituciones de seguridad social. 

Tercero . Se derogan todas las disposiciones legales que contravengan lo dispuesto en el presente decreto. 

Cuarto . A fin de garantizar la seguridad jurídica y el debido proceso en la imposición de las sanciones 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2020. 

Diputados: Dulce Alejandra García Morlan, Felipe Fernando Macías Olvera, Ernesto Alfonso Robledo Leal 

(rúbricas). 


